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El espectacular desarrollo de la economía capita-
lista durante los últimos cincuenta años ha sido pa-
ralelo, cuando no auspiciado, por el proceso de acu-
mulación del sistema bancario, en muchas ocasio-
nes, como en España, verdadero motor del despe-
gue industrial, constituyendo lo que ha dado en lla-
marse el poder financiero. La banca, en su condi-
ción de intermediario por antonomasia del tráfico
económico, ha crecido en perfecta simbiosis con el
sistema al que sirve y del que se nutre, constituyén-
dose en pieza fundamental de la política económica
de los Estados y por ende en uno de los poderes fác-
ticos que sin gozar, desde luego, de ninguna prerro-
gativa de rango constitucional sí viene teniendo atri-
buidos ciertos privilegios legales para el cumplimien-
to de los fines de aquella política económica.

El artículo 38 de la Constitución sienta el principio
de libertad de empresa en el sistema de economía
de mercado, garantizando su ejercicio, si bien de
acuerdo con las exigencias de la economía en ge-
neral y, en su caso, de la planificación. Es decir, se
entenderá el principio en el sentido de adecuarlo a
las necesidades de la sociedad a la que el Estado
sirve. En base a ello, el Estado se reserva como
competencia exclusiva en el artículo 149 de la Cons-
titución la ordenación del crédito, banca y seguros
y la planificación general de la actividad económica.

Esta concreta intervención legislativa en el sector
bancario se traduce luego en muy diversas disposi-
ciones que atribuyen un cierto control macroeconó-
mico al Banco de España, como autoridad moneta-
ria, al amparo del principio constitucional que subor-
dina toda la riqueza del país, sea cual fuere su titu-
laridad, al interés gneral (artículo 128). Pero además
esa tutela administrativa tiene otro fundamento no
desdeñable y es el amparo que se debe a los de-
positantes, quienes confían sus ahorros en unas so-
ciedades mercantiles (con ánimo de lucro) que no
pueden actuar liberrimamente en el tráfico de fon-
dos que les son ajenos y que únicamente pos~n
en función de su rol dentro del sistema económico.

No obstante ello, el principio de libre competencia
imperante en el sistema de economía de mercado
ha dado lugar, en nuestro país, y debido al induda-
ble reto que está suponiendo nuestra incorporación
a la Comunidad Económica Europea a muy diver-
sos planes de expansión bancaria, que aprovechan-
do tanto las épocas de crisis (con el consiguiente en-
carecimiento del crédito) como las de bonanza eco-
nómica (mediante la masiva captación de pasivo),
han originado un crecimiento espectacular de las en-
tidades bancarias y desde luego de su volumen de
beneficios, que se ha incrementado con carácter
casi constante desde el advenimiento del sistema
democrático.

A este importante desarrollo bancario no ha sido
ajeno ni el apoyo de los poderes públicos a la ban-
ca en crisis ni la indudable economía de costes en
que se han empeñado, por no tener más remedio,
las diversas entidades financieras, pero no puede ol-
vidarse el acento puesto por todos los planes estra-
tégicos bancarios en la gestión comercial, antigua-
mente casi inexistente y hoy tremendamente brillan-
te e incisiva que ha transformado los clásicos ban-
cos burocratizados, tenedores de depósitos, en
agresivas empresas mercantiles, cuyo objeto es co-
merciar con dinero y prestar todos los servicios de
inversión inherentes al sistema.

La necesidad de captación de pasivo para favo-
recer una mayor inversión y, por tanto, una mayor
expansión ha propiciado la creación de más y más
oficinas bancarias a cual más atractivas, y cuando
ello no ha sido suficiente, el ofrecimiento de extrati-
pos o tipos de interés desusados, que si bien pue-
den ampararse en los elevados tipos imperantes en
el mercado, rompen una constante tradición de ba-
jísima retribución de los fondos depositados por el
público. Este no viene ya constituido por los ahorra-
dores que van a domiciliar sus nóminas en el banco
en función de su comodidad o que se van a acercar
por inercia a la oficina bancaria más próxima para
depositar sus fondos, sino que son verdaderos clien-
tes a los que se ha de captar y mantener en la ór-
bita del banco, ofreciéndoles toda clase de servicios
y aconsejándoles las mejores inversiones a fin de
que todo su patrimonio fungible se canalice a través
de la oficina bancaria que se cuidará de sus in-
tereses.

La relación banco-cliente se ha venido fundamen-
tando en un variado sistema negocial que, superan-
do los estrechos cauces del Código de Comercio,
dio lugar a numerosos contratos que como los de
cuenta corriente, descuento bancario o imposiciones
de diversos tipos se basaban en usos bancarios con-
solidados, que más tarde serían consagrados por las
jurisprudencias al amparo del principio de libertad de
pactos de nuestro Derecho. Sin embargo, la nece-
sidad de expandirse y competir ha dado lugar a la
búsqueda por las entidades, no sólo de nuevas fi-
guras jurídicas que ayudasen a aquellos fines, sino
a ofrecer a los clientes el mayor amparo posible para
sus inversiones, favoreciendo e incl"ementando la
imprescindible relación de confianza que tradicional-
mente ha presidido los negocios bancarios y cuyo
máximo exponente ha sido el secreto bancario. Al
propio tiempo el Estado, a medida que las relacio-
nes económicas y sociales ganaban en complejidad
y para cumplir sus objetivos, ha venido utilizando el
sistema bancario para descargar en el mismo diver-
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sas tareas de gestión que servían a aquellos objeti-
vos y que descargaban a la Administración Pública
de numerosos efectivos, aprovechando la relación
directa banco-cliente, que posibilitaba el control in-
directo de las obligaciones de los ciudadanos frente
al Estado. Los bancos se han convertido así en en-
tidades delegadas por la Administración para las
más variadas tareas, que aquéllos cumplen escru-
pulosamente en mientras no se deteriore la relación
de confianza banco-cliente, base de sustentación
del banco como negocio.

Entre las delegaciones establecidas por la Admi-
nistración Pública a favor de los bancos, una de las
más importantes ha sido la recaudación de los im-
puestos y a medida que éstos han ido incrementán-
dose para subvenir a las crecientes necesidades pú-
blicas, han venido colisionando cada vez con más
fuerza en el seno de las entidades bancarias, los
dos principios enunciados: el de colaboración admi-
nistrativa que constituyé a aquéllas en piezas de la
política económica con el de confianza banco-clien-
te que fundamenta el crecimiento y razón de ser de
la empresa.

Ello ha dado lugar a que el amparo al cliente como
sustento del negocio propicie la aparición de nuevas
operaciones, que bordeando en lo posible los pre-
ceptos legales sirvan a la opacidad de los fondos de-
positados a cuyas operaciones se responde desde
la Administración con nuevas regulaciones más tar-
de burladas y así sucesivamente. Baste recordar al
respecto la aparición de operaciones como los cer-
tificados de depósitos que movilizaban las imposi-
ciones a plazo fijo, creando un mercado secundario
sin control, las transacciones en base a letras de
cambio y pagarés, los seguros de prima única, las
cesiones de crédito y toda clase de actividades fi-
nancieras con las que en uno u otro momento se ha
pretendido asegurar a los clientes sus depósitos,
sustrayéndolos al control fiscal.

Indudablemente la batalla por el secreto bancario
. fue perdida por los bancos al establecerse en el ar-

tículo 111 de la Ley General Tributaria la obligación
de informar a la Administración Fiscal sobre las
cuentas y depósitos de sus clientes, cuando fueran
formalmente, requeridos, ello sin perjuicio de las ne-
cesarias comunicaciones informatizadas respecto a
retenciones fiscales, etcétera.

De todos es conocido el proceso seguido por los
bancos en defensa de sus nuevas y cada vez más
sofisticadas operaciones frente a los requerimientos
de la Administración hasta el punto de llegarse a ini-
ciar los más variados pleitos ante diversas jurisdic-
ciones que siempre han acabado, como no podía
ser menos, en resoluciones amparadoras del princi-
pio de legalidad y en suma el precepto constitucio-
nal más arriba citado, superador de tendencias in-
solidarias, que establece la función pública de la ri~
queza al subordinarla, sea cual fuere su titularidad,
al interés general.

No obstante, cuando la polémica parecía cerrada
e incluso habiéndose brindado recientemente la
banca a colaborar con la Administración en la de-
tección del blanqueo de dinero procedente del tráfi-
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co ilegal, nos hemos encontrado con la sorpresa pu-
blicada en la prensa de que impedido por la Ley todo
subterfugio de tipo contractual entre banco y cliente
para burlar el Ordenamiento, las entidades banca-
rias han venido utilizando cuentas internas para am-
parar los fondos de sus depositantes que de otro
modo no podían quedar opacos al Fisco. Con ello
no sólo se ha vuelto a transgredir la legalidad vigen-
te en cuando a que hoy por hoy únicamente pueden
ser sustraídos al Fisco las inversiones en Pagarés
del Tesoro, sino que además se han vulnerado las
más elementales normas contables, que si bien per-
miten a las entidades bancarias distinguir cuentas di-
versas o innominadas para contener momentánea-
mente simples apuntes internos, no autorizan a uti-
lizarlas para efectuar asientos más o menos perdu-
rables en el tiempo y sobre todo representativos de
fondos ajenos, amparados en contratos que deben
reflejarse en los libros de contabilidad correspon-
dientes.

Si los bancos constituyen una pieza fundamental
en la política económica del Gobierno y como tales
tienen su función tutelada por la Ley, gozando del
carácter de entidades delegadas para la realización,
aunque indirecta, de funciones públicas, justo es exi-
gir a dichas entidades, de una vez por todas, trans-
parencia en el ejercicio de su actividad con someti-
miento absoluto a la legalidad vigente. Si, además,
mediante importantes sumas procedentes de im-
puestos satisfechos por los ciudadanos fueron sal-
vadas de la crisis diversas entidades bancarias no
hace muchos años, existe una legitimación más que
suficiente para exigir al poder financiero que asuma
su cuota de responsabilidad para con la sociedad
colaborando estrechamente con la Administración
Pública en el cumplimiento de unas leyes que ema-
nadas del pueblo, por vía democrática, sirven pro-
piamente a los intereses de éste. Incluso el reciente
descubrimiento del fraude al Estado en la recauda-
ción del Impuesto sobre el Valor Añadido, aunque
no involucra a las entidades bancarias como tales,
sí parece afectar a determinados empleados de
aquéllas, lo que ilustra una vez más el peligro que
encierra una desmedida atención al cliente que lle-
gue a vulnerar el Ordenamiento jurídico.

Por otro lado, no se puede tolerar que bajo pre-
texto de incrementar la cuota de mercado o de ga-
nar en competitividad, respecto de las entidades fi-
nancieras europeas que se asentarán en España a
partir de la plena vigencia de la libre circulación de
capitales en la CE, se lleven a efecto operaciones
que incumpliendo preceptos legales persigan la con-
secución de importantes beneficios por cauces no
aptos para ninguna sociedad mercantil y mucho me-
nos para las entidades bancarias, estrechas colabo-
raderas de la Administración y piezas esenciales de
nuestro sistema 'económico.

Ha llegado el momento de exigir de forma tajante
a los bancos de este país que asuman plenamente
su responsabilidad frente a la sociedad orientando
su actividad hacia la prestación del servicio al que
vienen obligados para con el Estado y los ciudada-
nos y cumpliendo escrupulosamente la legalidad vi-
gente para la obtención de sus legítimos beneficios.


